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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




La Plata, 14 de agosto de 2018
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834 y sus modificatorias, el Expediente N° 22800-19728/18 y,
CONSIDERANDO
Que las presentes actuaciones fueron promovidas de oficio mediante Disposición del Defensor del Pueblo Nº 11/18, con el objeto de iniciar investigación acerca de la implementación y el cumplimiento de la ley Nº 14.906 en el territorio bonaerense.
Que a través de la mencionada norma, la Provincia de Buenos Aires adhirió a la ley nacional Nº 27.218, la cual instituye un “Régimen tarifario Específico de servicios públicos para Entidades de Bien Público” (art. 1°), brindando un tratamiento particular a las fundaciones y asociaciones sin fines de lucro sujetas a ese régimen, en relación con el precio que las mismas pagan por los servicios públicos, debido a que estas personas jurídicas tienen por principal objeto el bien común (art. 2°).
Que el artículo 4° de dicha norma nacional establece como sujeto de ese régimen tarifario a las “Entidades de Bien Público”, entendiendo por tales a las “asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones que no persiguen fines de lucro en forma directa o indirecta y las organizaciones comunitarias sin fines de lucro con reconocimiento municipal que llevan adelante programas de promoción y protección de derechos o desarrollan actividades de ayuda social directa sin cobrar a los destinatarios por los servicios que prestan.”
Que en este sentido, la ley establece como servicios públicos esenciales al agua potable y desagües cloacales, la electricidad, el gas natural y a la telefonía (Título IV).
Que asimismo, a través del artículo 26 “se invita a los Estados provinciales, al gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a las municipalidades de todo el país a adherir a la presente ley, eximiendo de las tasas e impuestos correspondientes a su jurisdicción...”
Que en el ámbito nacional y en lo referente al servicio público de provisión de gas natural y electricidad, el Ministerio de Energía y Minería instruyó a través de la Resolución Nº 218–E/2016 de fecha 11/10/2016 “al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) y al Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) a incorporar en los cuadros tarifarios de los servicios de distribución de energía eléctrica y de gas natural, respectivamente, la categoría “Entidades de Bien Público”, fijando para dicha categoría, tarifas máximas equivalentes a las correspondientes a la categoría “Residencial” de dichos servicios, de acuerdo a los rangos de consumo que correspondan”.
Que en la mentada Resolución, se sostiene que “este subsidio -sostenido por el esfuerzo de todos los habitantes del país- debe destinarse a entidades que, además de carecer de fines de lucro, presten un servicio o beneficio a la comunidad, del que cualquier ciudadano pueda servirse o eventualmente participar de sus actividades”.
Que asimismo, la normativa citada establece que “las facturas de los servicios deberán reflejar la diferencia que surja de la aplicación del Régimen Tarifario Específico para Entidades de Bien Público respecto del monto que resultaría de la aplicación de la tarifa que hubiera correspondido al usuario si no estuviera encuadrado en dicho régimen. En ningún caso este régimen tendrá como consecuencia un encuadramiento tarifario menos beneficioso para el usuario que aquel que se le aplicare a la fecha de la presente resolución o, en general, un costo total del servicio mayor que aquel que le hubiera correspondido de no aplicarse dicho régimen.”
Que en el marco de la investigación iniciada, con fecha 02/07/18 la Secretaría de Servicios Públicos, Obras Públicas y Transporte de esta Defensoría del Pueblo realizó un informe donde se concluye que el régimen creado para las Entidades de Bien Público consiste en establecer un tope de facturación, teniendo como límite la tarifa máxima prevista para los usuarios residenciales. En este sentido, señalan que el ENARGAS ha dictado las Resoluciones Nº 300 a 311 por las cuales se aprobaron los cuadros tarifarios plenos y diferenciales a aplicar por parte de cada una de las empresas distribuidoras del servicio de gas.
Que dichas Resoluciones respetarían el tope de facturación establecido por la normativa vigente, pero terminan perjudicando a las Entidades de Bien Público, toda vez que aprueban cuadros tarifarios superiores a los que les hubiera correspondido a estas últimas en caso de no existir dicho marco, en el cual se crea la categoría específica para este tipo de entidades.
Que al analizar el Área competente el cuadro tarifario creado para las Entidades de Bien Público y compararlo con la situación previa al establecimiento del marco normativo en cuestión, se observó que antes de la creación de la categoría específica (EBP), dichas Entidades se incluían dentro del cuadro tarifario correspondiente a la categoría “Servicios Generales” y, dentro de ella, en la mayoría de los casos, como Usuarios P1 o P2, en función del volumen de consumo que registraren.
Que en este sentido, el precio unitario del metro cúbico (m3) de gas para la categoría de “Servicios Generales” resulta ser inferior al establecido para casi todas las categorías “Residenciales”, de tal forma que de estar incluídas las Entidades en la anterior categoría de “Servicios Generales” pagarían una tarifa menor que actualmente les corresponde, es decir que el marco normativo vigente, en vez de beneficiarlas, termina generando un perjuicio para aquellas, en contra de la intención que tuvo en miras el legislador al sancionar la norma.
Que la Defensoría del Pueblo publicó el resultado del informe en su página web institucional, dando difusión del mismo a través de las redes sociales. Luego de ello, el ENARGAS procedió a responder desde su cuenta oficial de la red social “Twitter”, manifestando que “los cuadros tarifarios para Entidades de Bien Público se elaboran en base a la misma estructura y rangos de consumo que la tarifa para usuarios residenciales, pero con valores de tarifas inferiores a las tarifas plenas residenciales. Los usuarios que ingresan al Régimen Tarifario Específico de Servicios Públicos para Entidades de Bien Público asumen la categoría tarifaria EBP, originalmente categorizados como de Servicio General P (SGP). En tal sentido, y respecto a la aplicación de la tarifa a usuarios EBP, la normativa establece que en ningún caso este régimen tendrá como consecuencia un encuadramiento tarifario menos beneficioso para el usuario o, en general, un costo total del servicio mayor que aquel que le hubiera correspondido de no aplicarse dicho régimen. Es por ello que las prestadoras, al momento de realizar la facturación de estos usuarios, deben comparar: el monto a pagar en base al consumo del período del usuario en cuestión aplicando la tarifa SGP, respecto al que surja por aplicación de la tarifa de la categoría EBP, debiendo seleccionar, a efectos de continuar con el proceso de facturación conforme a la normativa vigente, la que arroja el menor valor... la normativa asegura que los usuarios EBP abonarán la tarifa que le signifique el menor costo a pagar por el servicio...”.
Que a tenor de la respuesta obtenida mediante las redes sociales y sin que hubiera por parte del ENARGAS, ni del Ministerio de Minería y Energía de la Nación otro tipo de análisis de la situación planteada por esta Defensoría del Pueblo, corresponde proceder al dictado del presente acto, en defensa de los derechos de los usuarios de las Entidades de Bien Público.
Que en consecuencia, y a tenor de lo establecido en el  artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, las facultades asignadas a este organismo, lo regulado por el artículo 27 de la ley 13.834 y sus modificatorias, el “Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”.
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1°: INSTAR al Ministerio de Energía y Minería de la Nación a establecer un cuadro tarifario para la categoría especial Entidades de Bien Público (EBP) que respete el espíritu de la ley 27.218, garantizando que la facturación resultante arroje montos menores a los que abonarían aplicando la anterior categoría (Servicio General P -SGP), de modo tal que toda la estructura y rangos de consumo resulten efectivamente más beneficiosas para este grupo de usuarios, todo ello a fin de garantizar sus derechos como usuarios del servicio público de gas y los de la comunidad beneficiaria de la loable actividad de estas Entidades de Bien Público.
ARTÍCULO 2º: Registrar. Notificar. Cumplido, archívese.
RESOLUCION N° 29/18
